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	De la Sen. Sara Castellanos Cortés, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; y la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

	

La Senadora Sara Castellanos con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos somete a consideración de este Honorable Pleno la siguiente iniciativa de decreto por la que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral con base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El origen de los partidos políticos se remota desde la sociedad griega, donde a veces se les presentaba como los “pedieos, diacros y paralios”, y surgen como grupos organizados de opinión. Estas formas evolucionaron con el tiempo, al igual que el propio concepto. Es hasta la Primera Internacional socialista cuando son concebidos bajo ese nombre. 

En la Actualidad los partidos políticos se han convertido en una pieza esencial de la democracia moderna; y, aunque cambian de acuerdo con las sociedades y los rasgos de la constitución política de los diferentes países, son en esencia “agrupaciones que en concreto median entre los grupos de interés de una sociedad y el Estado, que participan en la lucha por el dominio político y lo principal, en la formación de la voluntad política del pueblo”. 

En la democracia moderna hay una amplia tendencia a que los ciudadanos se agrupen en partidos. Estas organizaciones, con sus candidatos, programas de gobierno y propuestas políticas compiten sin violencia por el voto para ocupar los distintos cargos de elección popular de los diferentes niveles de gobierno. Por tal motivo, los partidos políticos cumplen hoy en día un papel fundamental en el mantenimiento, legitimidad y gobernabilidad del sistema político; son el motor esencial para el fortalecimiento y perfeccionamiento de la democracia. 

En México, el sistema de partidos políticos empezó a formarse de manera real con la reforma de 1977. Durante más de veinte años, llevaron a cabo una intensa lucha dentro del sistema político por abrir más y mejores canales de participación. La reforma electoral de 1996, puede considerarse como uno de los mayores logros de esa lucha, porque se perfeccionó el marco constitucional y legal que reconocía a los partidos políticos como entidades de interés público.

Durante todo este tiempo, los partidos han sido los más interesados en cumplir cabalmente con la fracción I del artículo 41, que sostiene que éstos promoverán la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público. Sin lugar a dudas, han sido los más interesados por fomentar una cultura democrática.

No obstante, su existencia por si sola no ha sido la herramienta suficiente para abrir mayores espacios a la democracia, se ha tenido que instituir todo un marco jurídico y se han creado diversas instituciones encaminadas a la defensa del voto, a los derechos de los ciudadanos y a la trasparencia de las elecciones. 

El legislativo ha precisado la importancia de la participación de los partidos políticos en un ámbito de libertad, autonomía e independencia, bajo el respeto de una normatividad jurídica interna cuyo cumplimiento sería vigilado por el Instituto Federal Electoral.

La creación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación como máxima autoridad jurisdiccional especializada en la materia, permitió avanzar hacia el fortalecimiento del principio de legalidad y contribuyó a incrementar la certeza y credibilidad en las actuaciones electorales.

El vinculo entre la ciudadanía y los partidos políticos se ha generalizado, en la medida en que éstos últimos han tenido un mayor fortalecimiento. Tienen la virtud de presentárseles al ciudadano como distintas opciones políticas en donde pueden manifestar sus preferencias. Así como hay formas de asociación ya predeterminadas, los ciudadanos también pueden optar por formar sus propios partidos mediante la constitución de asambleas y el registro de militantes solicitado por la ley. Sin embargo, los ciudadanos que pretendan formar parte deben cumplir con los requisitos formales de afiliación previamente establecidos por éste, es decir, con el compromiso firmado. Por lo tanto, es a partir de ese momento que se encuentran vinculados a él y constreñidos al cumplimiento de deberes y obligaciones; aceptan un sistema disciplinario por la manifestación de su voluntad al formar parte de una organización política.

Para lograr que los partidos políticos tenga un grado suficiente de cohesión, disciplina y autonomía, esta iniciativa propone que determinados actos y resoluciones derivados de los derechos de sus miembros, queden sujetos a la legalidad interna, misma que no pueda ser trastocada a fin de no afectar a la propia organización política, ya que de hacerlo dejaría de ser eficaz y no permitiría la consolidación de sus autonomías, máxime cuando son éstos instrumentos de la democracia mexicana.

Precisamente la iniciativa que someto a su consideración pretende que los partidos políticos tengan la posibilidad de determinar de forma inatacable sobre los derechos y obligaciones de sus militantes, ya que como operadores oficiosos de la democracia y de la educación cívico política, y en su calidad de interlocutores entre el poder político y la ciudadanía en general, deben propiciar que los mecanismos internos de control de sus actos y resoluciones estén apegados al marco estatutario que los regula, de tal suerte que éstos actos no puedan ser sujetos de algún intento o forma de tutelaje por parte del Estado.

En ese sentido, los partidos políticos, como instrumentos de la participación ciudadana deben estar atentos al principio de legalidad, y sujetarse obviamente en un marco legal establecido por la soberanía y vigilado por el Estado, pero también como entes de interés público, con personalidad y patrimonio propios, organizados por ciudadanos que militan conforme a sus propias normas estatutarias, deben conformar un sistema que invariablemente permita que sus actos sean revisados por instancias internas especializadas, logrando con ello, no únicamente el respeto a la legalidad, sino una verdadera cultura de la legalidad democrática. De tal modo que una vez que los actos y resoluciones han sido previamente analizados por dichas instancias, no sean violentados por un acto de autoridad externa, logrando, la legitimidad de las acciones emitidas por sus órganos internos.

La presente iniciativa busca fortalecer la cultura de la legalidad democrática, entendida como aquella que prevalece en la vida externa de los partidos y aquella que debe ser respetada desde su interior; es decir, en la actividad de sus militantes, por medio de una reglamentación, que a la vez que obliga a sus miembros porque define sanciones frente a conductas que violan dichas normas, ofrece garantías o resguardos frente actos arbitrarios de los dirigentes u órganos de dirección de los partidos, fundamentalmente, tratándose en materia de afiliación, suspensión y expulsión de sus miembros, elección, designación y remoción de dirigentes, y postulación de candidatos de elección popular, ya que la naturaleza de estos actos son de carácter eminentemente interno.

En ese sentido, las reformas que se someten a consideración de esta soberanía se dirigen a garantizar la tutela del derecho de asociación previsto por los artículos 9 y 35 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales suscritos por el Estado mexicano; en donde básicamente se afirma que la asociación engloba un concepto de autodeterminación, autoorganización y autogobierno, y estos derechos no pueden verse vulnerados pues, de otra manera, se coartaría el derecho de los ciudadanos libremente organizados de tomar sus propias decisiones. 

En este orden de ideas, la injerencia por parte de cualquier autoridad en la revisión de actos realizados con base en el Estatuto de un partido o una agrupación política debe ser siempre limitada y con miras a no caer en decisiones que vulneren derechos constitucionales, como los de asociación, autodeterminación, autoorganización o autogobierno de los ciudadanos libremente asociados.

Así, en esta iniciativa de reforma se contempla además del reforzamiento de la autonomía de los partidos políticos, la consolidación de los sistemas de justicia partidista, los cuales encuentran su origen y justificación en la propia evolución de la justicia electoral de nuestro país. El fortalecimiento de estos sistemas, sin duda, fue evolucionando en la medida en que la justicia electoral mexicana se iba perfeccionando, lo que obligadamente propició que las organizaciones políticas fueran mejorando los procedimientos en los cuales se podía impugnar las resoluciones o los actos de los propios partidos.

Sin embargo, en nuestros días se observa que, dado el significativo avance que ha tenido el sistema de justicia electoral en México, los sistemas de justicia partidista pudieran resultar nugatorios al permitir que los actos y resoluciones que se emiten como parte de la vida interna de los partidos políticos se impugnen directamente ante los órganos electorales y jurisdiccionales, sin agotar previamente las instancias que han sido creadas, incluso por disposición de la propia norma electoral, para atender y substanciar conforme a los procedimientos de defensa que cada partido político contempla.

En ese sentido, el objeto de esta iniciativa es proporcionar la firmeza que los actos internos de los partidos requieren, para tal efecto se considera que sean definitivos e inatacables, dando a los órganos partidarios el carácter de pleno derecho en materia de afiliación, suspensión y expulsión de sus miembros, elección, designación y remoción de dirigentes, y postulación de candidatos de elección popular.

La propuesta pretende dar claridad a la regulación vigente, dejando perfectamente establecidos los límites del Instituto Federal Electoral y del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la intervención en las decisiones internas de los partidos políticos y las agrupaciones políticas, eliminando así eventuales problemas de interpretación.

En las disposiciones vigentes del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, está establecido que el Instituto Federal Electoral sólo puede revisar actos de partidos y agrupaciones políticas por la vía del procedimiento administrativo previsto por el artículo 270 del Código y, en el caso de acreditar violaciones al mismo, la única consecuencia posible es la imposición de las sanciones a que alude el artículo 269 del citado cuerpo normativo. 

Esta propuesta puede ser muy positiva para la esfera de derechos político-electorales ya que fortalece la autonomía de los partidos políticos en materia de justicia partidista sin promover una violación a los referidos derechos, por no constituir ni formal, ni materialmente, actos de autoridad los que llevan a cabo los partidos políticos, por éstos no estar investidos como órganos del Estado. Por ende, las decisiones que toman los partidos políticos en esta materia no se traducen en actos que trastocan los derechos político electorales de los ciudadanos, en primer lugar, por no se ven afectadas las garantías constitucionales de tomar parte en forma pacífica de los asuntos políticos y el afiliarse libre e individualmente en los partidos políticos; y en segundo lugar, tomando como base la tesis jurisprudencial de rubro que sostiene: “ el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, es improcedente contra actos de partidos políticos”, en la que atinadamente se establece que los partidos políticos no pueden actuar como sujetos pasivos en el referido juicio, y que la denominación como parte en el procedimiento se debió a una omisión de la legislación; esta es la principal razón que sostiene las modificaciones que se proponen en esta iniciativa sobre la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

Por todo lo anterior se propone que sean los propios partidos quienes resuelvan en definitiva cuestiones sobre los temas de afiliación, suspensión y expulsión de sus miembros, elección, designación y remoción de dirigentes, y postulación de candidatos a cargos de elección popular, dejándose perfectamente establecido en la ley, la limitante para que ninguna autoridad externa pueda modificar, revocar o dejar sin efectos los actos y resoluciones definitivas tomados por las organizaciones políticas en estas materias. Será atribución exclusiva de los órganos internos de los partidos políticos, interpretar sus estatutos y los instrumentos normativos que de éstos deriven para efectos de su aplicación interna, y resolver sobre peticiones de restitución de derechos de sus miembros; evitando así que la autoridad administrativa o jurisdiccional electoral realicen tales actos de interpretación. Lo anterior, en razón de que existe el riesgo de que un órgano externo, por la vía de la interpretación o apreciación de las normas internas de un partido político, asuma decisiones que deben corresponder en exclusiva a la organización de ciudadanos. 

Las modificaciones al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y a la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral que se proponen son las siguientes:

A) La reforma al artículo 27 y 38 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, sostiene que sean los propios partidos los que resuelvan en definitiva cuestiones atinentes a los temas de afiliación, suspensión y expulsión de sus miembros, elección, designación y remoción de dirigentes, y postulación de candidatos a cargos de elección popular, dejándose perfectamente establecido en la ley, la limitante para que ninguna autoridad externa pueda modificar, revocar o dejar sin efectos los actos y resoluciones definitivas tomados por las organizaciones políticas en estas materias. 

B) Las modificaciones a los artículos 82 y 270, establecen la particularidad de que el Consejo General no podrá interpretar las normas estatutarias de los partidos políticos y agrupaciones políticas para efectos de su aplicación interna; de esta manera, aunque el Instituto Federal Electoral esté facultado para vigilar que los partidos cumplan con sus propios documentos básicos, y en caso de incumplimiento determinen la multa correspondiente, no podrán bajo ningún precepto incorporar nuevamente a un dirigente, que haya sido expulsado por el partido; siendo ésta una facultad exclusiva del propio partido político.

C) La reforma del artículo 38 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales se entrelaza directamente con las reformas al artículo 10, 12 y 79 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, en donde claramente se señala que no procederá el juicio de protección de los derechos político-electorales cuando se pretenda impugnar ciertas determinaciones que adopten los partidos y agrupaciones políticas.

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General del los Estados Unidos Mexicanos, presentamos ante este honorable pleno la siguiente iniciativa de decreto por la que se reforman y adicionan los artículos 27, 38, 82 y 270 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales; y los artículos 10 y 79 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

Se reforman y adicionan los artículos 27, 38, 82 y 270 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, para quedar como sigue: 

Primero.- se adiciona el párrafo 2 al artículo 27 del libro segundo de los partidos políticos, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Artículo 27 

1. Los estatutos establecerán: 

a) al g) (...)

2. Es atribución exclusiva de los órganos internos de los partidos políticos, interpretar sus estatutos, así como los instrumentos normativos que de éstos deriven.

Segundo.- Se adiciona el párrafo 2 del artículo 28, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, de tal forma que el párrafo 2 actual pasa a ser el 3.

Artículo 38.

1. Son obligaciones de los partidos políticos nacionales: 

a) al s) (...)

2. Las determinaciones definitivas que adopten los partidos políticos en las materias de: afiliación, suspensión y expulsión de sus miembros, elección, designación y remoción de dirigentes, y postulación de candidatos a cargos de elección popular, en ningún caso podrán ser revocados o modificados.

3. Las modificaciones a que se refiere en inciso l) del párrafo anterior en ningún caso se podrá hacer una vez iniciado el proceso electoral. 

Tercero.- Se adiciona el párrafo dos del artículo 82 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y se recorre el actual ocupando el tercer lugar. 

Artículo 82.

1. El Consejo General tiene las siguientes atribuciones:

a) a la z) (...)

2. En ejercicio de la atribución a que se refiere el inciso h) del párrafo anterior, el consejo general no podrá interpretar las normas estatutarias de los partidos y agrupaciones políticas para efectos de su aplicación interna.

3. El Consejo General, en ocasión de la celebración de los procesos electorales federales, podrá invitar y acordar las bases y criterios en que habrá de atenderse e informar a los visitantes extranjeros que acudan a conocer las modalidades de su desarrollo en cualesquiera de sus etapas. 

Cuarto.- Se adiciona dos párrafos al artículo 270 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, de tal forma que el 6 y 7 se convierten en 8 y 9 respectivamente.

Artículo 270

1 al 5 (...)

6. El único procedimiento para que el Consejo General conozca respecto de presuntas violaciones a éste código cometidas por partidos o agrupaciones políticas, es el previsto por el presente artículo. 

7. El presente procedimiento en ningún caso tendrá como finalidad la de restituir en sus derechos internos, a los miembros de los partidos y agrupaciones políticas.

8. Las resoluciones del Consejo General del Instituto podrán ser recurridas ante el Tribunal Electoral, en los términos previstos por la ley de la materia.

9. Las multas que fije el Consejo General del Instituto que no hubiesen sido recurridas, o bien, que fuesen confirmadas por el Tribunal Electoral deberán ser pagadas en la Dirección Ejecutiva de Administración del Instituto en un plazo improrrogable de quince días contados a partir de la notificación. Transcurrido el plazo sin que el pago se hubiere efectuado, el Instituto podrá deducir el monto de la multa de la siguiente administración del financiamiento público que corresponda. 

Artículo Segundo.- Se propone la adición de un inciso f) al artículo 10; se reforma el inciso b) al artículo 12; y, de un párrafo 2 y un párrafo 3 al artículo 79, ambas disposiciones de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, en los siguientes términos:

Primero. Se propone la adición de un inciso f) al artículo 10. 

Artículo 10

1. Los medios de impugnación previstos en esta ley serán improcedentes en los siguientes casos:

a) al e) (...)

f) Cuando se pretenda impugnar actos o resoluciones de partidos o agrupaciones políticas.

Segundo. Se reforma el inciso b) al artículo 12.

Artículo 12. 

1. ...

b) La autoridad responsable en el caso previsto por el inciso e) del párrafo 1 del articulo 81 de esta ley, que haya realizado el acto o emitido la resolución que se impugna; y 

Tercero. Se adicionan el párrafo 2 y 3 del artículo 79.

Artículo 79 

1. (...)

2. No procederá el juicio para la protección de los derechos político-electorales cuando se pretenda impugnar determinaciones que adopten partidos y agrupaciones políticas en las materias de afiliación, suspensión y expulsión de sus miembros, elección, designación y remoción de dirigentes y postulación de candidatos a cargos de elección popular. 

3. Tampoco procederá en aquellos casos en que el ciudadano pretenda controvertir resoluciones de alguna autoridad electoral que verse sobre las materias a que se refiere el párrafo anterior.

TRANSITORIO

ÚNICO: El presente decreto entrara en vigor a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión a 5 de noviembre de 2002.


